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SESIONES ORDINARIAS

2014

ORDEN DEL DÍA Nº 509

COMISIONES DE RELACIONES EXTERIORES Y CULTO
Y DE LEGISLACIÓN PENAL

SUMARIO: Convenio Internacional para la Represión 
de los Actos de Terrorismo Nuclear, adoptado por 
la Asamblea General de las Naciones Unidas el 13 
de abril de 2005 en Nueva York, Estados Unidos de 
América y abierto a la firma el 14 de septiembre de 
2005. Aprobación. (12-S.-2010.)

Dictamen de las comisiones

Honorable Cámara:

Las comisiones de Relaciones Exteriores y Culto 
y de Legislación Penal han considerado el proyecto 
de ley en revisión por el que se aprueba el Convenio 
Internacional para la Represión de los Actos de Terro-
rismo Nuclear, adoptado por la Asamblea General de 
las Naciones Unidas el 13 de abril de 2005 en Nueva 
York –Estados Unidos de América– ; y, por las razones 
expuestas en el informe que se acompaña y las que dará 
el miembro informante, aconsejan su sanción.

Sala de las comisiones, 21 de agosto de 2014.

Guillermo R. Carmona. – Patricia Bullrich. 
– Ricardo L. Alfonsín. – Diana B. Conti. 
– José A. Ciampini. – Marcos Cleri. – 
Alejandro Abraham. – José R. Mongeló. 
– Juan C. Zabalza. – Manuel Garrido. 
– Juan Schiaretti. – Lino W. Aguilar. – 
Alberto E. Asseff. – Sergio Bergman. 
– Mara Brawer. – María G. Burgos. – 
Ricardo Buryaile. – Eduardo A. Cáceres. 
– Remo G. Carlotto. – Sandra D. Castro. – 
Alicia M. Comelli. – Gustavo R. Fernández 
Mendia. – Anabel Fernández Sagasti. 
– Araceli Ferreyra. – Carlos E. Gdansky. 
– Claudia A. Giaccone. – Graciela M. 
Giannettasio. – Miguel Á. Giubergia. 
– Mauricio R. Gómez Bull. – Verónica 

González. – Carlos S. Heller. – Pablo L. 
Javkin. – Carlos M. Kunkel. – Claudio R. 
Lozano. – Víctor H. Maldonado. – Oscar 
A. Martínez. – Luis A. Petri. – Agustín 
A. Portela. – Silvia L. Risko. – Oscar A. 
Romero. – Margarita R. Stolbizer. – José 
A. Vilariño.

Buenos Aires, 15 de abril de 2010.

Al señor presidente de la Honorable Cámara de Dipu-
tados de la Nación.

Tengo el honor de dirigirme al señor presidente, a fin 
de comunicarle que el Honorable Senado, en la fecha, 
ha sancionado el siguiente proyecto de ley que paso en 
revisión a esa Honorable Cámara:

El Senado y Cámara de Diputados, ...

Artículo 1º – Apruébase el Convenio Internacional 
para la Represión de los Actos de Terrorismo Nuclear, 
adoptado por la Asamblea General de las Naciones 
Unidas el 13 de abril de 2005 en Nueva York –Esta-
dos Unidos de América– y abierto a la firma el 14 de 
septiembre de 2005, que consta de veintiocho (28)  
artículos, cuya fotocopia autenticada forma parte de 
la presente ley.

Art. 2º – Comuníquese al Poder Ejecutivo.
Saludo a usted muy atentamente.

Julio Cobos.
Juan Estrada.

CONVENIO INTERNACIONAL 
PARA  LA  REPRESIÓN DE LOS ACTOS 

DE  TERRORISMO NUCLEAR

Los Estados Partes en el presente convenio,

Impreso el día 27 de agosto de 2014
Término del artículo 113: 4 de septiembre de 2014
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	 a)	 Participe como cómplice en la comisión de 
cualesquiera de los actos enunciados en los 
párrafos 1, 2 o 3 del presente artículo; o

	 b)	 Organice o instigue a otros a los efectos de 
la comisión de cualesquiera de los delitos 
enunciados en los párrafos, 2 o 3 del presente 
artículo; o

	 c)	 Contribuya de otro modo a la comisión de 
uno o varios de los delitos enunciados en los 
párrafos 1, 2 o 3 del presente artículo por un 
grupo de personas que actúe con un propósito 
común; la contribución deberá ser intencionada 
y hacerse con el propósito de fomentar los fines 
o la actividad delictiva, general del grupo o 
con conocimiento de la intención del grupo de 
cometer el delito o los delitos de que se trate.

Artículo 3

Salvo lo dispuesto en los artículos 7, 12, 14, 15, 16 
y 17 según corresponda, el presente Convenio no será 
aplicable cuando el delito se haya cometido en un solo 
Estado, el presunto autor y las víctimas sean nacionales 
de ese Estado y el presunto autor se halle en el terri-
torio de ese Estado y ningún otro Estado esté facultado 
para ejercer la jurisdicción con arreglo a lo dispuesto en 
los párrafos 1 o 2 del artículo 9 del presente Convenio.

Artículo 4

1. Nada de lo dispuesto en el presente Convenio me-
noscabará los derechos, las obligaciones y las responsa-
bilidades de los Estados y de las personas con arreglo 
al derecho internacional, en particular los propósitos 
y principios de la Carta de las Naciones Unidas y el 
derecho internacional humanitario.

2. Las actividades de las fuerzas armadas durante un 
conflicto armado, según se entienden esos términos en 
el derecho internacional humanitario que se rijan por 
ese derecho no estarán sujetas al presente Convenio y 
las actividades que lleven a cabo las fuerzas armadas de 
un Estado en el ejercicio de sus funciones oficiales, en 
la medida en que se rijan por otras normas de derecho 
internacional, no estarán sujetas al presente Convenio.

3. No se considerará que lo dispuesto en el párrafo 
2 del presente artículo exonera o legitima actos que de 
otro modo serían ilícitos, ni que obsta para su enjuicia-
miento en virtud de otras leyes.

4. El presente Convenio no se refiere ni podrá inter-
pretarse en el sentido de que se refiera en modo alguno 
a la cuestión de la legalidad del empleo o la amenaza 
del empleo de armas nucleares por los Estados.

Artículo 5

Cada Estado Parte adoptará las medidas que sean 
necesarias para:

5. Por “instalación pública o gubernamental” se 
entiende toda instalación o vehículo permanente o pro-
visional utilizado u ocupado por representantes de un 
Estado, miembros de un gobierno, el Poder Legislativo 
o el Judicial, funcionarios o empleados de una entidad 
estatal o administrativa o funcionarios o empleados de 
una organización intergubernamental a los efectos del 
desempeño de sus funciones oficiales.

6. “Por fuerzas militares de un Estado” se entienden 
las fuerzas armadas de un Estado que estén organiza-
das, entrenadas y equipadas con arreglo a la legislación 
nacional primordialmente a los efectos de la defensa 
y la seguridad nacionales y las personas que actúen 
en apoyo de esas fuerzas armadas que estén bajó su 
mando, control y responsabilidad oficiales.

Artículo 2

1. Comete delito en el sentido del presente Convenio 
quien, ilícita e intencionalmente:
	 a)	 Posea material radiactivo o fabrique o posea 

un dispositivo:
	 i)	 Con el propósito de causar la muerte o 

lesiones corporales graves; o
	 ii)	 Con el propósito de causar daños conside-

rables a los bienes o al medio ambiente;
	 b)	 Utilice en cualquier forma material radiactivo o 

un dispositivo, o utilice o dañe una instalación 
nuclear en forma tal que provoque la emisión 
o entrañe el riesgo de provocar la emisión de 
material radiactivo:

	 i)	 Con el propósito de causar la muerte o 
lesiones corporales graves; o

	 ii)	 Con el propósito de causar daños conside-
rables a los bienes o al medio ambiente; o

	 iii)	 Con él propósito de obligar a una perso-
na natural o jurídica, una organización 
internacional o un Estado a realizar o 
abstenerse de realizar algún acto.

2. También comete delito quien:
	 a)	 Amenace, en circunstancias que indiquen que 

la amenaza es verosímil, con cometer un delito 
en los términos definidos en el apartado b) del 
párrafo 1 del presente artículo; o

	 b)	 Exija ilícita e intencionalmente la entrega 
de material radiactivo, un dispositivo o una 
instalación nuclear mediante amenaza, en 
circunstancias que indiquen que la amenaza 
es verosímil, o mediante el uso de la fuerza.

3. También comete delito quien intente cometer 
cualesquiera de los actos, enunciados en el párrafo 1 
del presente artículo.

4. También comete delito quién:

prácticas para prevenir esos actos terroristas y enjuiciar 
y castigar a sus autores,

Observando que las actividades de las fuerzas mi-
litares de los Estados se rigen por normas de derecho 
internacional situadas fuera del marco del presente 
Convenio, y que la exclusión de ciertos actos del 
ámbito del presente Convenio no exonera ni legitima 
actos que de otro modo serían ilícitos, ni obsta para su 
enjuiciamiento en virtud de otras leyes,

Han acordado lo siguiente:

Artículo 1

A los efectos del presente Convenio:

1. Por “material radiactivo” se entenderá material 
nuclear y otras sustancias radiactivas que contienen 
núclidos que sufren desintegración espontánea (un pro-
ceso que se acompaña de la emisión de uno o más tipos 
dé radiación ionizante, corrió las partículas alfa y beta, 
las partículas neutrónicas y los rayos gamma) y que, 
debido a sus propiedades radiológicas o fisionables, 
pueden causar la muerte, lesiones corporales graves o 
daños considerables a los bienes o al medio ambiente.

2. Por “materiales nucleares” se entenderá el plu-
tonio, excepto aquel cuyo contenido en él isótopo 
plutonio-238 exceda del 80 %, el uranio-233, el uranio 
enriquecido en el isótopo 235 o 233, el uranio que 
contenga la mezcla de isótopos presentes en su estado 
natural, pero no en forma de mineral o de residuos de 
mineral, y cualquier material que contenga uno o varios 
de los elementos mencionados;

Por “uranio enriquecido en el isótopo 235 o 233” se 
entenderá el uranio que contiene el isótopo 235 o 233, 
o ambos, en cantidad tal que la razón de abundancia 
entre la suma de estos isótopos al isótopo 238 sea 
mayor que la razón entre el isótopo 235 y el 238 en el 
estado natural.

3. Por “instalación nuclear” se entenderá:
	 a)	 Todo reactor nuclear, incluidos los reactores 

instalados en buques, vehículos, aeronaves o 
artefactos espaciales con la finalidad de ser 
utilizados como fuentes de energía, para im-
pulsar dichos buques, vehículos, aeronaves o 
artefactos espaciales, así como con cualquier 
otra finalidad;

	 b)	 Toda instalación o medio que se utilice para 
la fabricación, el almacenamiento, el procesa-
miento o el transporte de material radiactivo.

4. Por “dispositivo” se entenderá:
	 a)	 Todo dispositivo nuclear explosivo; o
	 b)	 Todo dispositivo de dispersión de radiación o 

de emisión de radiación que, debido a sus pro-
piedades radiológicas pueda causar la muerte, 
lesiones corporales graves o daños considera-
bles a los bienes o al medio ambiente.

Teniendo presentes los propósitos y principios de 
la Carta de las Naciones Unidas relativos al mante-
nimiento de la paz y la seguridad internacionales y al 
fomento de las relaciones de amistad y buen vecindad 
y la cooperación entre los Estados,

Recordando la declaración con motivo del cincuente-
nario de las Naciones Unidas, de 24 de octubre de 1995,

Reconociendo el derecho de todos los Estados a de-
sarrollar y utilizar la energía nuclear con fines pacíficos 
y sus intereses legítimos en los beneficios que puedan 
obtenerse de la utilización de la energía nuclear con 
fines pacíficos,

Teniendo presente la Convención sobre la protección 
física de los materiales nucleares, de 1980,

Profundamente preocupados por el hecho de que se 
intensifican en todo el mundo los atentados terroristas 
en todas sus formas y manifestaciones,

 Recordando la declaración sobre medidas para eli-
minar el terrorismo internacional que figura en el anexo 
de la resolución 49/60 de la Asamblea General, de 9 de 
diciembre, de. 1994, en la que, entre otras cosas, los 
Estados Miembros de las Naciones Unidas reafirman 
solemnemente que condenan en términos inequívocos 
todos los actos, métodos y prácticas terroristas por 
considerarlos criminales e injustificables, dondequiera 
y por quienquiera sean cometidos, incluidos los que 
ponen en peligro las relaciones de amistad entre los Es-
tados y los pueblos y amenazan la integridad territorial 
y la seguridad de los Estados,

Observando, que en la Declaración se alienta además 
a los Estados a. que examinen con urgencia el alcance 
de las disposiciones jurídicas internacionales vigentes 
sobre prevención, represión y eliminación del terro-
rismo en todas sus formas y manifestaciones, a fin de 
asegurar la existencia de un marco jurídico global que 
abarque todos los aspectos de la cuestión,

Recordando la resolución 51/210 de la Asamblea 
General del 17 de diciembre de 1996, y la declaración 
complementaria de la declaración de 1994 sobre medi-
das para eliminar el terrorismo internacional, que figura 
en el anexo de esa resolución.

Recordando también que, de conformidad con la re-
solución 51/210 de la Asamblea General, se estableció 
un comité especial encargado de elaborar, entre otras 
cosas, un conve-nio internacional para la represión de 
los actos de terrorismo nuclear a fin de complementar 
los instrumentos internacionales vigentes conexos,

Observando que los actos de terrorismo nuclear 
pueden acarrear consecuencias de la máxima gravedad 
y amenazar la paz y la seguridad internacionales,

Observando también que las disposiciones jurídicas 
multilaterales vigentes no bastan para hacer frente 
debidamente a esos atentados.

Convencidos de la necesidad urgente de que se inten-
sifique la cooperación internacional entre los Estados 
con miras a establecer y adoptar medidas eficaces y 
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	 a)	 Tipificar, con arreglo a su legislación nacional, 
los delitos enunciados en el artículo 2;

	 b)	 Sancionar esos delitos con penas adecuadas en 
las que se tenga en cuenta su naturaleza grave.

Artículo 6

Cada Estado Parte adoptará las medidas que resul-
ten necesarias, incluida, cuando proceda, la adopción 
de legislación interna para que los actos criminales 
comprendidos en el ámbito del presente Convenio, 
en particular los que obedezcan a la intención o al 
propósito de crear un estado de terror en la población 
en general, en un grupo de personas o en determinadas 
personas, no puedan justificarse en circunstancia algu-
na por consideraciones de índole política, filosófica, 
ideológica, racial, étnica, religiosa u otra similar y sean 
sancionados con penas acordes a su gravedad.

Artículo 7

1. Los Estados Partes cooperarán:
	 a)	 Mediante la adopción de todas las medidas 

practicables, entre ellas, de ser necesario, la 
de adaptar su legislación nacional para impedir 
que se prepare en sus respectivos territorios 
la comisión de los delitos enunciados en el 
artículo 2, tanto dentro como fuera de sus te-
rritorios; contrarrestar la preparación de dichos 
delitos, lo que incluirá la adopción de medidas 
para prohibir en sus territorios las actividades 
ilegales de personas, grupos y organizaciones 
que promuevan, instiguen, organicen o finan-
cien a sabiendas o proporcionen a sabiendas 
asistencia técnica o información, o participen 
en la comisión de esos delitos;

	 b)	 Mediante el intercambio de información pre-
cisa y corroborada, de conformidad con su 
legislación interna y en la forma y con sujeción 
a las condiciones que aquí se establecen, y la 
coordinación de las medidas administrativas y 
de otra índole adoptadas, según proceda, para 
detectar, prevenir, reprimir e investigar los deli-
tos enunciados en el artículo 2 y también con el 
fin de entablar acción penal contra las personas 
a quienes se acuse de haber cometido tales 
delitos. En particular, un Estado Parte tomará 
las medidas correspondientes para informar 
sin demora a los demás Estados a que se hace 
referencia en el artículo 9 acerca de la comisión 
de los delitos enunciados en el artículo 2, así 
como de los preparativos para la comisión de 
tales delitos que obren en su conocimiento y 
asimismo para informar, de ser necesario, a las 
organizaciones internacionales.

2. Los Estados Partes tomarán las medidas corres-
pondientes compatibles con su legislación nacional 
para proteger el carácter confidencial de toda informa-
ción que reciban con ese carácter de otro Estado Parte 

con arreglo a lo dispuesto en el presente Convenio o 
al participar en una actividad destinada a aplicar el 
presente Convenio. Si los Estados Partes proporcionan 
confidencialmente información a organizaciones inter-
nacionales, se adoptarán las medidas necesarias para 
proteger el carácter confidencial de tal información.

3. De conformidad con el presente Convenio no se 
exigirá a los Estados Partes que faciliten información 
que no están autorizados a divulgar en virtud de sus 
respectivas legislaciones nacionales o cuya divulgación 
pueda comprometer la seguridad del Estado interesado 
o la protección física de los materiales nucleares.

4. Los Estados Partes informarán al Secretario Ge-
neral de las Naciones Unidas acerca de sus respectivas 
autoridades y cauces de comunicación competentes 
encargados de enviar y recibir la información a que se 
hace referencia en el presente artículo. El secretario 
general de las Naciones Unidas comunicará dicha 
información relativa a las autoridades y cauces de co-
municación competentes a todos los Estados Partes y al 
Organismo Internacional de Energía Atómica. Deberá 
asegurarse el acceso permanente a dichas autoridades 
y cauces de comunicación.

Artículo 8

A los efectos de impedir que se cometan los delitos 
de que trata el presente Convenio, los Estados Partes 
harán todo lo posible por adoptar medidas que permitan 
asegurar la protección del material radiactivo, teniendo 
en cuenta las recomendaciones y funciones del Orga-
nismo Internacional de Energía Atómica en la materia.

Artículo 9

1. Cada Estado Parte adoptará las medidas que sean 
necesarias para establecer su jurisdicción respecto de 
los delitos enunciados en el artículo 2 cuando éstos 
sean cometidos:
	 a)	 En el territorio de ese Estado; o
	 b)	 A bordo de un buque que enarbole el pabellón 

de ese Estado o de una aeronave matriculada de 
conformidad con la legislación de ese Estado 
en el momento de la comisión del delito; o

	 c)	 Por un nacional de ese Estado.

2. Un Estado Parte podrá también establecer su juris-
dicción respecto de cualquiera de tales delitos cuando:
	 a)	 Sea cometido contra un nacional de ese Estado; 

o
	 b)	 Sea cometido contra una instalación pública 

o gubernamental en el extranjero, incluso una 
embajada u otro local diplomático o consular 
de ese Estado; o

	 c)	 Sea cometido por un apátrida que tenga resi-
dencia habitual en el territorio de ese Estado; 
o

	 d)	 Sea cometido con el propósito de obligar a ese 
Estado a realizar o abstenerse de realizar un 
determinado acto; o

	 e)	 Sea cometido a bordo de una aeronave que sea 
operada por el gobierno de ese Estado.

3. Cada Estado Parte, al ratificar, aceptar o aprobar 
el Convenio o adherirse a él, notificará al Secretario 
General de las Naciones Unidas que ha establecido su 
jurisdicción de conformidad con su legislación nacional 
con arreglo al párrafo 2 del presente artículo y notifi-
cará inmediatamente al secretario general los cambios 
que se produzcan.

4. Cada Estado Parte tomará asimismo las medidas 
necesarias para establecer su jurisdicción respeto de los 
delitos enunciados en el artículo 2 en los casos en que 
el presunto autor se halle en su territorio y dicho Estado 
no conceda la extradición a ninguno de los Estados 
Partes que hayan establecido su jurisdicción de con-
formidad con los párrafos 1 o 2 del presente artículo.

5. El presente Convenio no excluye el ejercicio de la 
jurisdicción penal establecida por un Estado Parte de 
conformidad con su legislación nacional.

Artículo 10

1. El Estado Parte que reciba información que 
indique que en su territorio se ha cometido o se está 
cometiendo ‘cualquiera de los delitos enunciados en 
el artículo 2, o que en su territorio puede encontrarse 
el autor o presunto autor de cualquiera de esos delitos, 
tomará inmediatamente las medidas que sean necesa-
rias de conformidad con su legislación nacional para 
investigar los hechos comprendidos en la información.

2. El Estado Parte en cuyo territorio se encuentre el 
autor o presunto autor, si estima que las circunstancias 
lo justifican, tomará las medidas que corresponda 
conforme a su legislación nacional a fin de asegurar la 
presencia de esa persona a efectos de su enjuiciamiento 
o extradición.

3. Toda persona, respecto de la cual se adopten las 
medidas mencionadas en el párrafo 2 del presente 
artículo tendrá derecho a:
	 a)	 Ponerse sin demora en comunicación con el re-

presentante más próximo que corresponda del 
Estado del que sea nacional o al que competa 
por otras razones proteger los derechos de esa 
persona o, si se trata de un apátrida, del Estado 
en cuyo territorio resida habitualmente;

	 b)	 Ser visitada por un representante de dicho 
Estado;

	 c)	 Ser informada de esos derechos con arreglo a 
los apartados a) y b).

4. Los derechos a que se hace referencia en el párrafo 
3 del presente artículo se ejercerán de conformidad con 
las leyes y los reglamentos del Estado en cuyo territorio 
se halle el autor o presunto autor, a condición de que 
esas leyes y esos reglamentos permitan que se cumpla 

plenamente el propósito de los derechos indicados en 
el párrafo 3.

5. Lo dispuesto en los párrafos 3 y 4 del presente 
artículo se entenderá sin perjuicio del derecho de todo 
Estado Parte que, con arreglo al apartado c) del párrafo 
1 o al apartado c) del párrafo 2 del artículo 9, pueda 
hacer valer su jurisdicción a invitar al Comité Interna-
cional de la Cruz Roja a ponerse en comunicación con 
el presunto autor y visitarlo.

6. El Estado Parte que, en virtud del presente artícu-
lo, detenga a una persona notificará inmediatamente la 
detención y las circunstancias que la justifiquen a los 
Estados Partes que hayan establecido su jurisdicción 
de conformidad con los párrafos 1 y 2 del artículo 9 y, 
si lo considera conveniente, a todos los demás Estados 
Partes interesados, directamente o por intermedio del 
secretario general de las Naciones Unidas. El Estado 
que proceda a la investigación prevista en el párrafo 
1 del presente artículo informará sin dilación de los 
resultados de ésta a los Estados Partes mencionados e 
indicará si se propone ejercer su jurisdicción.

Artículo 11

1. En los casos en que sea aplicable el artículo 
9, el Estado Parte en cuyo territorio se encuentre el 
presunto autor, si no procede a su extradición, estará 
obligado a someter sin demora indebida el caso a sus 
autoridades competentes a efectos de enjuiciamiento, 
según el procedimiento previsto en la legislación de 
ese Estado, sin excepción alguna y con independencia 
de que el delito haya sido o no cometido en su terri-
torio. Dichas autoridades tomarán su decisión en las 
mismas condiciones que las aplicables a cualquier 
otro delito de naturaleza grave de acuerdo con el 
derecho de tal Estado.

2. Cuando la legislación de un Estado Parte le per-
mita proceder a la extradición de uno de sus nacionales 
o entregarlo de otro modo sólo a condición de que sea 
devuelto a ese Estado para cumplir la condena que le 
sea impuesta de resultas del juicio o procedimiento 
para el cual se pidió su extradición o su entrega, y ese 
Estado y el que solicita la extradición están de acuerdo 
con esa opción y las demás condiciones que consideren 
apropiadas, dicha extradición o entrega condicional 
será suficiente para cumplir la obligación enunciada 
en el párrafo 1 del presente artículo.

Artículo 12

Toda persona que se encuentre detenida o respecto 
de la cual se adopte cualquier medida o sea encausada 
con arreglo al presente Convenio gozará de un trato 
equitativo, incluido el goce de todos los derechos y 
garantías de conformidad con la legislación del Estado 
en cuyo territorio se encuentre y con las disposiciones 
pertinentes del derecho internacional, incluido el de-
recho internacional en materia de derechos humanos,
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Artículo 13

1. Los delitos enunciados en  el artículo 2 se consi-
derarán incluidos entre los que dan lugar a extradición 
en todo tratado de extradición concertado entre Estados 
Partes con anterioridad a la entrada en vigor del pre-
sente Convenio. Los Estados Partes se comprometen a 
incluir tales delitos como casos de extradición en todo 
tratado sobre la materia que concierten posteriormente 
entre sí.

2. Cuando un Estado Parte que subordine la ex-
tradición a la existencia de un tratado reciba de otro 
Estado Parte, con el que no tenga concertado un trata-
do, una solicitud de extradición, podrá, a su elección, 
considerar el presente Convenio como la base jurídica 
necesaria para la extradición con respecto a los delitos 
enunciados en el artículo 2. La extradición estará sujeta 
a las demás condiciones exigidas por la legislación del 
Estado al que se haga la solicitud.

3. Los Estados Partes que no subordinen la extra-
dición a la existencia de un tratado reconocerán los 
delitos enunciados en el artículo 2 como casos de 
extradición entre ellos, con sujeción a las condiciones 
exigidas por la legislación del Estado al que se haga 
la solicitud.

4. De ser necesario, a los fines de la extradición entre 
Estados Partes se considerará que los delitos enuncia-
dos en el artículo 2 se han cometido no sólo en el lugar 
en que se perpetraron sino también en el territorio de 
los Estados que hayan establecido su jurisdicción de 
conformidad con los párrafos 1 y 2 del artículo 9.

5. Las disposiciones de todos los tratados y acuerdos 
de extradición vigentes entre Estados Partes con res-
pecto a los delitos enunciados en el artículo 2 se con-
siderarán modificadas entre esos Estados en la medida 
en que sean incompatibles con el presente Convenio.

Artículo 14

1. Los Estados Partes se prestarán la mayor asisten-
cia posible en relación con cualquier investigación, pro-
ceso penal o procedimiento de extradición que se inicie 
con respecto a los delitos enunciados en el artículo 2, 
incluso respecto de la obtención de todas las pruebas 
necesarias para el proceso que obren en su poder.

2. Los Estados Partes cumplirán las obligaciones que 
les incumban en virtud del párrafo 1 del presente ar- 
tículo de conformidad con los tratados u otros acuerdos 
de asistencia judicial recíproca que existan entre ellos. 
En ausencia de esos tratados o acuerdos, los Estados 
Partes se prestarán dicha asistencia de conformidad con 
su legislación nacional.

Artículo 15

A los fines de la extradición o de la asistencia judicial 
recíproca ninguno de los delitos enunciados en el artí-
culo 2 se considerará delito político, delito conexo, a un 
delito político ni delito inspirado en motivos políticos. 

En consecuencia, no podrá rechazarse una solicitud de 
extradición o de asistencia judicial recíproca formulada 
en relación con alguno de los delitos enunciados en 
el artículo 2 por la única razón de que se refiere a un 
delito político, un delito conexo a un delito político o 
un delito inspirado en motivos políticos.

Artículo 16
Nada de lo dispuesto en el presente Convenio se in-

terpretará en el sentido de que imponga una obligación 
de extraditar o de prestar asistencia judicial recíproca si 
el Estado al que se presenta la solicitud tiene motivos 
fundados para creer que la solicitud de extradición por 
los delitos enunciados en el artículo 2 o de asistencia 
judicial recíproca en relación con esos delitos se ha 
formulado con el fin de enjuiciar o castigar a una per-
sona por motivos de raza, religión, nacionalidad, origen 
étnico u opinión política, o que el cumplimiento de lo 
solicitado podría perjudicar la situación de esa persona 
por cualquiera de esos motivos.

Artículo 17

1. La persona que se encuentre detenida o cumplien-
do una condena en el territorio de un Estado Parte y 
cuya presencia se solicite en otro Estado Parte para 
fines de prestar testimonio o de identificación o para 
que ayude a obtener pruebas necesarias para la investi-
gación o el enjuiciamiento de delitos enunciados en el 
presente Convenio podrá ser trasladada si se cumplen 
las condiciones siguientes:
	 a)	 Da libremente su consentimiento informado; y
	 b)	 Las autoridades competentes de ambos Estados 

están de acuerdo, con sujeción a las condicio-
nes que consideren apropiadas.

2. A los efectos del presente artículo:
	 a)	 El Estado al que sea trasladada la persona estará 

autorizado y obligado a mantenerla detenida, 
salvo que el Estado desde el que fue trasladada 
solicite o autorice otra cosa;

	 b)	 El Estado al que sea trasladada la persona 
cumplirá sin dilación su obligación de de-
volverla a la custodia del Estado desde el que 
fue trasladada según convengan de antemano 
o de otro modo las autoridades competentes de 
ambos Estados;

	 c)	 El Estado al que sea trasladada la persona no 
exigirá al Estado desde el que fue trasladada 
que inicie procedimientos de extradición para 
su devolución;

	 d)	 Se tendrá en cuenta el tiempo que haya perma-
necido detenida la persona en el Estado al que 
fue trasladada a los efectos del cumplimiento 
de la condena impuesta en el Estado desde el 
que fue trasladada.

3. A menos que el Estado Parte desde el cual se ha de 
trasladar una persona de conformidad con el presente 
artículo esté de acuerdo, dicha persona, cualquiera sea 
su nacionalidad, no podrá ser procesada detenida ni so-
metida a ninguna otra restricción de su libertad perso-
nal en el territorio del Estado al que sea trasladada en 
relación con actos o condenas anteriores a su salida 
del territorio del Estado desde el que fue trasladada.

Artículo 18

1. Al incautar o mantener bajo control en alguna otra 
forma material radiactivo dispositivos o instalaciones 
nucleares como consecuencia de la comisión de un 
delito enunciado en el artículo 2, el Estado Parte en 
posesión del material, los dispositivos o las instala-
ciones deberá:
	 a)	 Tomar medidas para neutralizar el material 

radiactivo, los dispositivos o las instalaciones 
nucleares;

	 b)	 Velar por que todo material nuclear se man-
tenga de conformidad con las salvaguardias 
establecidas por el Organismo Internacional 
de Energía Atómica; y

	 c)	 Tener en cuenta las recomendaciones sobre 
protección física y las normas sobre salud y 
seguridad publicadas por el Organismo Inter-
nacional de Energía Atómica.

2. Al concluir cualquier procedimiento relacionado 
con un delito enunciado en el artículo 2, o antes de su 
terminación si así lo exige el derecho internacional, 
todo material radiactivo, dispositivo o instalación 
nuclear se devolverá, tras celebrar consultas (en 
particular, sobre las modalidades de devolución y 
almacenamiento) con los Estados Partes interesados; 
al Estado Parte al que pertenecen, al Estado Parte del 
que la persona natural o jurídica dueña del material, 
dispositivo o instalación sea nacional o residente o al 
Estado Parte en cuyo territorio hubieran sido robados 
u obtenidos por algún otro medio ilícito.

3. a). En caso de que a un Estado Parte le esté 
prohibido en virtud del derecho interno o el derecho 
internacional devolver o aceptar material radiactivo, 
dispositivos o instalaciones nucleares, o si los Estados 
Partes interesados convienen en ello, con sujeción a lo 
dispuesto en el apartado b) del párrafo 3 del presente 
artículo, el Estado Parte en cuyo poder se encuentre el 
material radiactivo, los dispositivos o las instalacio-
nes nucleares deberá seguir tomando las medidas que 
se describen en el párrafo 1 del presente artículo; él 
material, los dispositivos o las instalaciones deberán 
utilizarse únicamente para fines pacíficos.

b) En los casos en que la ley no permita al Estado 
Parte la posesión del material radiactivo, los dispo-
sitivos o las instalaciones nucleares que tenga en su 
poder, dicho Estado velará por que sean entregados tan 
pronto como sea posible a un Estado cuya legislación le 
permita poseerlos y que, en caso necesario, haya pro-

porcionado las garantías congruentes con lo dispuesto 
en el párrafo 1 del presente artículo en consulta con 
dicho Estado, a los efectos de neutralizarlos; dichos 
materiales radiactivos dispositivos o instalaciones 
nucleares se utilizarán sólo con fines pacíficos.

4. En el caso de que el material radiactivo, los dis-
positivos o las instalaciones nucleares a que se hace, 
referencia en los párrafos 1 y 2 del presente artículo 
no pertenezcan a ninguno de los Estados Partes ni a 
ningún nacional o residente de un Estado Parte o no 
hayan sido robados ni obtenidos por ningún otro medio 
ilícito en el territorio de un Estado Parte, o en el caso de 
que ningún Estado esté dispuesto a recibir el material, 
los dispositivos o las instalaciones de conformidad 
con el párrafo 3 del presente artículo, se decidirá por 
separado acerca del destino que se les dará, con suje-
ción a lo dispuesto en el apartado b) del párrafo 3 del 
presente artículo, tras la celebración de consultas entre 
los Estados interesados y cualesquiera organizaciones 
internacionales pertinentes.

5. Para los efectos de los párrafos 1, 2, 3 y 4 del 
presente artículo, el Estado Parte que tenga en su 
poder el material radiactivo, los dispositivos o las 
instalaciones nucleares podrá solicitar la asisten-
cia y la cooperación de los demás Estados Partes, 
en particular los Estados Partes interesados, y de 
cualesquiera organizaciones internacionales perti-
nentes, en especial el Organismo Internacional de 
Energía Atómica. Se insta a los Estados Partes y a 
las organizaciones internacionales pertinentes a que 
proporcionen asistencia de conformidad con este 
párrafo en la máxima medida posible.

6. Los Estados Partes que participen en la disposi-
ción o retención del material radiactivo, los dispositivos 
o las instalaciones nucleares de conformidad con el 
presente artículo informarán al Director General del 
Organismo Internacional de Energía Atómica acerca 
del destino que dieron al material, los dispositivos o 
las instalaciones o de cómo los retuvieron. El Direc-
tor General del Organismo Internacional de Energía 
Atómica transmitirá la información a los demás 
Estados Partes.

7. En caso de que se haya producido emisión de ma-
terial radiactivo en relación con algún delito enunciado 
en el artículo 2, nada de lo dispuesto en el presente ar- 
tículo afectará en forma alguna a las normas de derecho 
internacional que rigen la responsabilidad por daños 
nucleares, ni a otras normas de derecho internacional.

Artículo 19

El Estado Parte en el que se entable una acción penal 
contra el presunto autor comunicará de conformidad 
con su legislación nacional o los procedimientos 
aplicables, el resultado final del proceso al secretario 
general de las Naciones Unidas, quien transmitirá la 
información a los demás Estados Partes.
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Artículo 20

Los Estados Partes celebrarán consultas entre sí 
directamente o por intermedio del secretario general de 
las Naciones Unidas, con las asistencia de organizacio-
nes internacionales si fuera necesario, para velar por la 
aplicación eficaz del presente Convenio.

Artículo 21

Los Estados Partes cumplirán las obligaciones 
que les incumben en virtud del presente Convenio de 
manera compatible con los principios de la igualdad 
soberana e integridad territorial de los Estados y la no 
intervención en los asuntos internos de otros Estados.

Artículo 22

Nada de lo dispuesto en el presente Convenio fa-
cultará a un Estado Parte para ejercer su jurisdicción 
en el territorio de otro Estado Parte ni para realizar en 
él funciones que estén exclusivamente reservadas a las 
autoridades de ese otro Estado Parte por su legislación 
nacional.

Articulo 23

1. Las controversias que surjan entre dos o más 
Estados Partes con respecto a la interpretación o 
aplicación del presente Convenio y que no puedan 
resolverse mediante negociaciones dentro de un plazo 
razonable serán sometidas a arbitraje a petición de uno 
de ellos. Si en el plazo de seis meses contados a partir 
de la fecha de presentación de la solicitud de arbitraje 
las partes no consiguieran ponerse de acuerdo sobre la 
forma de organizarlo, cualquiera de ellas podrá someter 
la controversia a la Corte Internacional de Justicia, 
mediante solicitud presentada de conformidad con el 
Estatuto de la Corte.

2. Cada Estado, al momento de firmar, ratificar, acep-
tar o aprobar el presente Convenio o adherirle a él, podrá 
declarar que no se considera obligado por el párrafo 1 del 
presente artículo. Los demás Estados Partes no estarán 
obligados por lo dispuesto en el párrafo 1 respecto de 
ningún Estado Parte que haya formulado esa reserva.

3. El Estado que haya formulado la reserva prevista 
en el párrafo 2 del presente artículo podrá retirarla en 
cualquier momento mediante notificación al secretario 
general de las Naciones Unidas.

Artículo 24

1. El presente Convenio estará abierto a la firma de 
todos los Estados desde el 14 de septiembre de 2005 
hasta el 31 de diciembre de 2006 en la sede de las 
Naciones Unidas en Nueva York.

2. El presente Convenio está sujeto a ratificación, 
aceptación o aprobación. Los instrumentos de ratifi-
cación, aceptación o aprobación serán depositados en 
poder del secretario general de las Naciones Unidas.

3. El presente Convenio estará abierto a la adhesión 
de cualquier Estado. Los instrumentos de adhesión 
serán depositados en poder del secretario general de 
las Naciones Unidas.

Artículo 25

1. El presenté Convenio entrará en vigor el trigésimo 
día a partir de la fecha en que se deposite en poder del 
secretario general de las Naciones Unidas el vigésimo 
segundo instrumento de ratificación, aceptación, apro-
bación o adhesión.

2. Respecto de cada uno de los Estados que ratifi-
quen, acepten o aprueben el Convenio o se adhieran a 
él después de que sea depositado el vigésimo segundo 
instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o 
adhesión, el Convenio entrará en vigor el trigésimo día 
a partir de la fecha en que dicho Estado haya depositado 
su instrumento de ratificación, aceptación, aprobación 
o adhesión.

Artículo 26

1. Cualquier Estado Parte podrá proponer enmien-
das al presente Convenio. Las enmiendas propuestas 
se presentarán al depositario, quien las comunicará 
inmediatamente a todos los Estados Partes.

2. Si una mayoría de Estados Partes pide al depo-
sitario que convoque una conferencia para examinar 
las enmiendas propuestas, el depositario invitará a 
todos los Estados Partes a asistir a dicha conferencia, 
la cual comenzará no antes de que hayan transcurrido 
tres meses desde la fecha en que se hayan cursado las 
invitaciones.

3. En la conferencia se hará todo lo posible por que 
las enmiendas se adopten por consenso. Si ello no fuere 
posible, las enmiendas se adoptarán por mayoría de dos 
tercios de todos los Estados Partes. Toda enmienda que 
haya sido aprobada en la conferencia será comunicada 
inmediatamente por el depositario a todos los Estados 
Partes.

4. La enmienda adoptada de conformidad con lo 
dispuesto en el párrafo 3 del presente artículo entrará 
en vigor para cada Estado Parte que deposite su ins-
trumento de ratificación, aceptación o aprobación de la 
enmienda, o adhesión a ella el trigésimo día a partir de 
la fecha en que dos tercios de los Estados Partes hayan 
depositado sus instrumentos pertinentes. De allí en 
adelante, la enmienda entrará en vigor para cualquier 
Estado Parte el trigésimo día a partir de la fecha en 
que dicho Estado deposite el instrumento pertinente.

Artículo 27

1. Todo Estado Parte podrá denunciar el presente 
Convenio mediante notificación por escrito dirigida al 
secretario general de las Naciones Unidas.

2. La denuncia surtirá efecto un año después de 
la fecha en que el secretario general de las Naciones 
Unidas reciba la notificación.

Artículo 28

El original del presente Convenio, cuyos textos 
en árabe, chino, español, francés, inglés y ruso son 
igualmente auténticos, será depositado en poder del 
secretario general de las Naciones Unidas, que enviará 
copias certificadas de él a todos los Estados.

En testimonio de lo cual, los infrascritos, debida-
mente autorizados por sus respectivos Gobiernos, han 
firmado el presente Convenio, abierto a la firma en la 
sede de las Naciones Unidas, en Nueva York, el 14 de 
septiembre de 2005.

INFORME

Honorable Cámara:

Las comisiones de Relaciones Exteriores y Culto y 
de Legislación Penal, al considerar el proyecto de ley en 
revisión por el cual se aprueba el Convenio Internacional 
para la Represión de los Actos de Terrorismo Nuclear, 
cuyo dictamen acompaña este informe y que se somete 
a la sanción definitiva de esta Honorable Cámara, han 
aceptado el espíritu de la sanción del Honorable Senado, 
así como el de su antecedente, el mensaje del Poder 
Ejecutivo y acuerdan en que resulta innecesario agregar 
otros conceptos a los expuestos en ellos.

Guillermo R. Carmona.

ANTECEDENTE
Mensaje del Poder Ejecutivo

Buenos Aires, 10 de diciembre de 2009.

Al Honorable Congreso de la Nación.

Tengo el agrado de dirigirme a vuestra honorabilidad 
con el objeto de someter a su consideración un proyecto 
de ley tendiente a aprobar el Convenio Internacional 
para la Represión de los Actos de Terrorismo Nuclear, 
adoptado por la Asamblea General de las Naciones 
Unidas el 13 de abril de 2005 en Nueva York –Esta-
dos Unidos de América– y abierto a la firma el 14 de 
septiembre de 2005.

Por la Declaración sobre Medidas para Eliminar 
el Terrorismo Internacional, que figura como anexo 
a la resolución 49/60 de la Asamblea General de las 
Naciones Unidas del 9 de diciembre de 1994, los Es-
tados Miembros de la Organización de las Naciones 
Unidas condenan todos los actos, métodos y prácticas 
terroristas por considerarlos criminales e injustificables 
dondequiera y por quienquiera que sean cometidos. En 
la misma declaración, además, se insta a dichos Estados 
a que examinen el alcance de las disposiciones jurídicas 
internacionales vigentes sobre prevención, represión 
y eliminación del terrorismo en todas sus formas y 
manifestaciones, a fin de lograr un marco jurídico 
global que abarque todos los aspectos de esa cuestión. 
Como consecuencia de ello, por resolución 51/210 de 
la Asamblea General se estableció un comité especial 
encargado de elaborar el Convenio Internacional para la 

Represión de los Actos de Terrorismo Nuclear, el cual 
fue adoptado por la Asamblea General el 13 de abril de 
2005 y abierto a la firma el 14 de septiembre de 2005, 
fecha en que fue suscrito por la República Argentina. 
El presente convenio se encuentra en vigor desde el 7 
de julio de 2007.

El convenio establece dos obligaciones genéricas 
para los Estados parte, tipificar las conductas delictivas 
enunciadas en el mismo y cooperar con otros Estados 
en diferentes áreas, especialmente en lo relativo al in-
tercambio de información, la extradición de acusados 
y la asistencia judicial recíproca. La identificación de 
las conductas ilícitas está descripta de forma genérica a 
efectos de brindar un marco general a todos los Estados 
que sean parte del convenio, con el fin de permitir la pos-
terior adaptación de sus disposiciones al derecho interno.

El convenio enuncia las acciones delictivas que de-
berán ser penadas con relación al terrorismo nuclear, 
sin determinar las penas correspondientes, materia que 
queda librada a la decisión de los Estados parte. Las 
disposiciones del convenio solo son aplicables, en prin-
cipio, a delitos transnacionales; no será aplicable, en 
cambio, cuando el delito se haya cometido en un solo 
Estado parte, cuando el presunto autor y las víctimas 
sean nacionales de ese Estado y ningún otro Estado 
esté facultado para ejercer la jurisdicción. Un Estado 
parte podrá establecer su jurisdicción respecto de los 
delitos enunciados por el presente Convenio, cuando 
sea cometido contra un nacional de ese Estado; cuando 
sea cometido contra una instalación pública o guber-
namental en el extranjero, incluso una embajada u otro 
local diplomático o consular de ese Estado; cuando sea 
cometido por un apátrida que tenga residencia habitual 
en el territorio de ese Estado; cuando sea cometido con 
el propósito de obligar a ese Estado a realizar o abs-
tenerse de realizar un acto determinado y cuando sea 
cometido a bordo de una aeronave que sea operada por 
el gobierno de ese Estado. Cada Estado parte, al ratifi-
car o adherir al convenio, deberá notificar al secretario 
general de la Naciones Unidas que ha establecido su 
jurisdicción de conformidad con su legislación nacional 
con arreglo a los casos mencionados.

En el momento de la firma del presente convenio por 
nuestro país, se efectuó la siguiente declaración: “De 
conformidad con lo dispuesto por el artículo 23, párrafo 
2, la República Argentina declara que no se considera 
obligada por el artículo 23, párrafo 1 y por consi-
guiente, no acepta el recurso obligatorio al arbitraje, 
ni la jurisdicción de la Corte internacional de Justicia”.

La aprobación del presente convenio permitirá que 
se intensifique la cooperación internacional entre los 
Estados con miras a establecer y adoptar medidas efica-
ces y prácticas para prevenir actos terroristas de índole 
nuclear y enjuiciar y castigar a sus autores.

Dios guarde a Vuestra Honorabilidad.

Mensaje 1.982
Cristina Fernández de Kirchner.

Aníbal D. Fernández. – Jorge E. Taiana.
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